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REFERENCIA:  CONTESTACIÓN DEMANDA – PROCESO DE FIJACIÓN DE CUOTA 

ALIMENTARIA Y REGULACIÓN DE VISITAS (Custodia compartida) 

 

DEMANDANTE: MARÍA CIELO HERRERA ÁLVAREZ, representante legal de DANIEL 

MAURICIO QUITIAN HERRERA (Mayor de edad e impedido) 

 

DEMANDADO: BENIGNO QUITIÁN ARIZA 

 

RADICADO: 63548404089001-2020-00020-00 

 

Estando dentro del término legal,  CLAUDIA LORENA TORO VALLEJO, identificada 

con la cédula de ciudadanía número 41.928.355 de Armenia, Quindío, y tarjeta 

profesional número 193447 del Consejo Superior de la Judicatura, en ejercicio del 

poder especial conferido por el demandado en este proceso, el señor BENIGNO 

QUITIÁN ARIZA, identificado con la cédula de ciudadanía número 1.364.513 de 

Buenavista, Quindío, quien es padre del señor DANIEL MAURICIO QUITIÁN HERRERA, 

procedo a dar contestación a la demanda de FIJACIÓN DE CUOTA ALIMENTARIA Y 

REGULACIÓN DE VISITAS, propuesto en contra de mi representado por MARIA CIELO 

HERRERA ÁLVAREZ, quien manifestó que lo hace en calidad de representante legal 

de DANIEL MAURICIO QUITIÁN HERRERA, identificado con la cédula de ciudadanía 

No. 1.099.708.890 quien a la fecha es mayor de edad y no está declarado en 

interdicción, ni se le ha designado un apoyo judicial razón por la cual la señora 

HERRERA ÁLVAREZ, carece de incapacidad o indebida representación del 

demandante tal como lo establece el artículo 100 numeral 4 del código general 

del proceso; me permito presentar la contestación a la demanda en los siguientes 

términos: 

 

Con relación a las pretensiones presentadas a través de apoderada,  

 

PRIMERA: Me opongo a la presente pretensión, no solo por ser exagerado el monto 

total de dicha solicitud, ya que el señor BENIGNO QUITIÁN ARIZA ha cumplido de 

manera permanente con la obligación alimentaria, destinando para el 

sostenimiento de su hijo DANIEL MAURICIO QUITIÁN HERRERA, un monto mensual 

actual de SETENCIENTOS NOVENTA MIL PESOS ($790.000) MONEDA CORRIENTE, tal 

como se muestra en los recibos de pago que aportó la señora Herrera Álvarez, así 

como también los que aportamos al presente escrito como prueba del pago de 

dicha obligación alimentaria. Se anexan como prueba de algunos de los pagos 

realizados por el señor Benigno Quitián Ariza, se anexan en fotocopia simple a la 

presente contestación en 4 folios, se muestran algunos pagos en donde se 

evidencia el monto del aporte económico que ha hecho el demandado a favor 

de su hijo, sin embargo, tal como se desprende en el hecho noveno de la demanda 

y la conciliación a la cual citaron al padre del señor Daniel Mauricio, no tiene 



deudas alimentarias a la fecha. El presente es el cuadro que relaciona los montos 

de las cuotas alimentarias aportadas desde el año 2015, se relacionan igualmente 

los recibos que la señora Herrera aportó. 

 

 

Fecha de 

Pago 
Vr. 

Pagado para 

Alimentos 

Prueba aportada por: 

29/09/2015              550.000  Benigno Quitián Ariza 

3/08/2016              600.000  Benigno Quitián Ariza 

31/08/2016              600.000  María Cielo Herrera Álvarez 

6/11/2016              650.000  Benigno Quitián Ariza 

31/08/2017              650.000  María Cielo Herrera Álvarez 

1/04/2018              700.000  Benigno Quitián Ariza 

29/07/2018              700.000  María Cielo Herrera Álvarez 

2/03/2019              742.000  Benigno Quitián Ariza 

1/04/2019              742.000  María Cielo Herrera Álvarez 

1/03/2020              790.000  Benigno Quitián Ariza 

2/06/2020              790.000  Benigno Quitián Ariza 

2/06/2020              790.000  Benigno Quitián Ariza 

1/07/2020              790.000  Benigno Quitián Ariza 

4/08/2020              790.000  Benigno Quitián Ariza 

4/08/2020              790.000  Benigno Quitián Ariza 

1/09/2020              790.000  María Cielo Herrera Álvarez 

7/11/2020              790.000  Benigno Quitián Ariza 

4/01/2021              790.000  Benigno Quitián Ariza 

 

Así mismo, me opongo a la presente pretensión, toda vez que el señor BENIGNO 

QUITIÁN ARIZA, tiene conformada una unión marital de hecho actualmente con la 

señora SANDRA MILENA TORO PUERTA, desde el 1º de marzo de 2020, tal como lo 

establece la Declaración extraproceso No. 894 del 27 de agosto de 2020,  realizada 

en la Notaría Segunda del Círculo de Armenia, y en la cual se indica que no se han 

procreado hijos, pero que es él, quien vela económicamente por su hogar, prueba 

de dicha declaración se presenta en un folio a la presente contestación de 

demanda, y el hecho de conformar un nuevo hogar no ha hecho que el 

demandado desatienda las obligaciones que tiene para con su hijo Daniel 

Mauricio. Se hace claridad con relación a que el demando cubre la totalidad de 

los gastos de su hogar, pero que no ha desatendido el sostenimiento de su hijo. 

 

Por otro lado, el señor QUITIAN ARIZA apoya económicamente a su madre, la 

señora MARÍA ANTONIA ARIZA, y quien actualmente cuenta con noventa (90) años 

y es su deber como hijo, tal como lo establece su moral interna; así mismo, apoya 

económicamente a dos de sus hermanas, MIRYAM y TILSIA SOFÍA, quienes cuentan 

actualmente con 57 y 65 años de edad respectivamente y no laboran y ésta última 

tiene una hija con discapacidad, y quienes necesitan de su apoyo económico 

para solventar sus necesidades básicas toda vez que no cuentan con recursos 



económicos para hacerlo en su totalidad. Es de aclarar, que le asiste para con ellas 

el deber de solidaridad que le une a ellas en razón de ser sus hermanas y que le 

necesitan. 

 

Por otro lado, el señor Quitián Ariza era propietario desde el año 1992, de la vivienda 

ubicada en la manzana A Lote No. 4 de la Urbanización Laureano Gómez, ubicada 

en el área urbana del municipio de Pijao, Quindío e identificada con el número de 

matrícula inmobiliaria 282-10130 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

y en donde se observa que el señor QUITIÁN MARÍN le traspasó dicho bien inmueble 

a la señora HERRERA ÁLVAREZ por medio de la escritura No. 16 del 14 de febrero de 

2020, dicho certificado de tradición se anexa al presente escrito junto con el 

Acuerdo Privado de Voluntades suscrito por ambas partes ante la notaria primera 

del municipio de Pijao, y firmado el día en el cual se realizó el traspaso de dicha 

vivienda y en el cual se contempla: 

 
“PRIMERO: El señor BENIGNO QUITIÁN ARIZA decide ceder en calidad de 

donación la vivienda ubicada en la Urbanización Laureano Gómez, 

manzana A No. 4 del municipio de Pijao la cual se encuentra a su nombre, a 

favor de la señora MARIA CIELO HERRERA ÁLVAREZ, Solo con el objeto de 

proporcionar lo referente a vivienda a DANIEL MAURICIO QUITIAN, hijo de 

ambos” (negrita y subraya fuera del texto del acuerdo).  

 

En este acuerdo podemos observar la voluntad del señor QUITIÁN ARIZA de 

perpetuar la ayuda económica a su hijo. Se demuestra con ello la buena voluntad 

del señor Benigno Quitián, pese a que desde el 15 de enero del año 2015 ya no 

convivía en Unión Marital de Hecho con la citada señora y que a su vez a la señora 

MARIA CIELO HERRERA ÁLVAREZ le había prescrito el derecho de pedir la 

liquidación de la sociedad patrimonial por el hecho de la convivencia, tal como lo 

establecen la Ley 54 de 1990 y la ley 979 de 2005. Por otro lado, el señor QUITIÁN 

ARIZA, ya tenía una relación sentimental con la señora SANDRA MILENA TORO 

PUERTA, tal como consta en la declaración extra juicio ya citada, y esto no 

ocasionó que se desentendiera del sostenimiento para con su hijo, no solo porque 

es consciente de las necesidades especiales de él y de su amor incondicional, 

tanto como está convencido de la necesidad de brindarle seguridad ofreciendo 

un techo para él, razón por la cual transfirió el derecho de dominio de su propiedad 

a la señora Herrera Álvarez, dejando con ello cubierta parte de la obligación 

alimentaria. Es de aclarar que la vivienda en la cual actualmente residen su hijo y 

la señora Herrera y la que fuera transferida en dominio tiene un valor superior a los 

CIEN MILLONES DE PESOS ($100.000.000) MONEDA CORRIENTE, me permito Señor 

Juez, anexar en 1 folio dicho acuerdo de voluntades en copia simple, valor al cual 

renunció el señor Quitian Ariza en favor de la señora MARIA CIELO HERRERA 

ÁLVAREZ, con ello queda en gran parte suplida la cuota alimentaria que de 

conformidad con el artículo 24 de la Ley 1098 establece: 

 
“ARTÍCULO 24. DERECHO A LOS ALIMENTOS. Los niños, las niñas y los 

adolescentes tienen derecho a los alimentos y demás medios para su 

desarrollo físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y social, de acuerdo 

con la capacidad económica del alimentante. Se entiende por alimentos 

todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, asistencia 

médica, recreación, educación o instrucción y, en general, todo lo que es 



necesario para el desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Los alimentos comprenden la obligación de proporcionar a la madre los 

gastos de embarazo y parto. (negrita y subraya fuera de texto) 

 

Así mismo, me permito manifestar que mi representado renunció a dicho derecho, 

sin tener en cuenta que con ello vulnera los derechos a sucederle en caso de 

muerte a sus otras hijas, quienes también son mayores de edad y deja por fuera el 

derecho que podría llegar a tener su actual compañera permanente, sin embargo, 

puso por encima los derechos que tiene su hijo DANIEL MAURICIO por ser una 

persona que presenta una discapacidad “RETRASO MENTAL GRAVE, DETERIORO 

DEL COMPORTAMIENTO SIGNIFICATIVO…”. 

 

Teniendo en cuenta la mención que se hace en el párrafo precedente de la 

discapacidad de su hijo, nunca se inició por parte de mi representado o la madre 

de DANIEL MAURICIO un proceso de interdicción judicial, y ahora, en vigencia de 

la Ley 1996 tampoco se ha iniciado ningún proceso designación de apoyo judicial, 

dicha afirmación puede observarse en el Registro Civil de Nacimiento que aportó 

la demandante, es decir, el señor DANIEL MAURICIO QUITIÁN HERRERA, para la Ley 

Colombiana es mayor de edad y de conformidad con el artículo 422 del Código 

Civil Colombiano solamente se deben alimentos voluntarios toda vez que hoy 

cuenta con 30 años de edad, sin embargo, su padre nunca ha desconocido su 

obligación como tal y tal como lo establece La ley 27 de 1977 en su artículo 1º que 

establece que mayor de edad es quien ha cumplido dieciocho (18) años y el 

Código Civil Colombiano en su artículo 1503 indica que toda persona es capaz, 

excepto aquellas que la Ley declara incapaces, caso que no ha ocurrido con su 

hijo DANIEL MAURICIO QUITIÁN ARIZA, toda vez que ninguno de sus padres ha 

iniciado dicho trámite. 

 

Por otro lado, y teniendo en cuenta lo prescrito por el artículo 24 de la citada ley, 

su padre es quien lo tiene afiliado al sistema de seguridad social en salud en calidad 

de beneficiario a través de la EPS COSMITET Ltda., en calidad de beneficiario, y los 

gastos adicionales que en alguna ocasión hubiere que cubrir, lo hace el 

demandado sin tener que acudir a los medios legales para hacerlo, así su madre 

también tenga beneficio de pensión otorgada por Colpensiones. 

 

Es de tener en cuenta que, la condición de salud que padece el hijo del 

demandado, no ha sido razón alguna para que él desconozca su obligación como 

padre y su responsabilidad en el apoyo para con su hijo, tal como se muestra en 

los recibos que se anexan como prueba del pago de la obligación alimentaria y 

que también la parte demandante menciona en su escrito. 

 

Es de aclarar, que, en la condición familiar actual, y tal como se estableció 

anteriormente, el demandado se encuentra conviviendo en unión marital de 

hecho con SANDRA MILENA TORO PUERTA, y es quien aporta económicamente 

para el sostenimiento de su hogar y actualmente tiene los siguientes gastos 

mensuales aproximados:  

 



 
 

Es claro Señor Juez, que los gastos de mi mandante ascienden de manera mensual 

a CUATRO MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS NUEVE 

PESOS ($4.347.809) MONEDA CORRIENTE aproximadamente, y que con el embargo 

realizado a su sueldo no solo le deja sobregiro de gastos, sino también en situación 

de vulnerabilidad a él y a su familia actual, ya que no cuentan con ese mínimo vital 

que ha sido definido por la Corte Constitucional como "la porción de los ingresos 

del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus 

necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso 

a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, 

prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la 

dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional”. 

 

Así mismo, se debe tener en cuenta que, el embargo realizado a su salario afecta 

el buen nombre crediticio que ha tenido el señor Quitián Ariza y que no se justifica, 

teniendo en cuenta que ha cumplido de manera cabal y honorable con el pago 

de la cuota alimentaria, razones esbozadas también por la parte demandante, 

que no está por demás decir, que dicha obligación no le ha sido impuesta por 

ningún Juez, sino que ha sido voluntad de la señora María Cielo Herrera y que en el 

afán de no entrar a tener discusiones que afecten su moral, ha pagado sin ningún 

reparo el demandado, entendiendo que es para el bienestar de su hijo.  

 

Por otro lado, es de resaltar, que la señora Herrera tiene asegurado el Derecho a su 

mínimo vital con relación a la vivienda; vivienda que aportara el señor Quitián Ariza 

para cubrir esas necesidades para con su hijo Daniel Mauricio y de las cuales ella 

se benefició directamente y quien no está por demás decir, recibe una mesada 

pensional. Es el señor Quitián, quien tiene que pasar necesidades actualmente, 

toda vez que su salario está embargado, como si fuera una mala persona, como si 

en algún momento hubiese desconocido la obligación alimentaria que le asiste 

para con su hijo, es tratado igual que un padre que desatiende de manera 

arbitraria su obligación alimentaria y no queda mas remedio al juez que embargar 

el suelo, considerando esta medida arbitraria y que afecta el mínimo vital de mi 

prohijado y su familia. Aunado a lo anterior y con el fin de procurarse el demandado 

una vivienda digna, adquirió con el banco BBVA un crédito de libre inversión por 

valor de SETENTA MILLONES DE PESOS ($70.000.000), crédito que utilizó con el fin de 

comprar una vivienda y de la cual le hacen un descuento de nómina en cuotas 

Gastos mensuales Valor

Mercado 800.000,00                

Servicios Públicos 269.001,00                

Gasolina motocicleta 100.000,00                

Aporte económico Daniel M 790.000,00                

Aporte económico madre 200.000,00                

Aporte económico hermanas 200.000,00                

Embargo 1.195.439,00             

Descuentos nómina 1.688.808,00             

Otros 300.000,00                

Total mensual 5.543.248,00          



fijas de NOVECIENTOS OCHENTA Y DOS MIL CIENTO TREINTA Y SEIS PESOS CON 

SESENTA Y DOS CENTAVOS ($982.136,62) MONEDA CORRIENTE, mensuales, que son 

descontados por nómina para lo cual anexo el desprendible de nómina y la 

proyección de las cuotas de dicho crédito. 

 

Así mismo, no se tiene en cuenta que el aporte económico que el señor Quitián 

Ariza ha realizado de manera periódica para con su hijo supera en gran medida el 

valor establecido en el estudio denominado La Canasta Básica de Salud 

Alimentaria - CABASA- para la Región Andina de Colombia es el conjunto de 

alimentos reales y que se anexa a la presente contestación y en donde se muestra 

de manera clara, un análisis de lo que cuesta el sostenimiento de un hombre 

adulto, tal como Daniel Mauricio y que equivale para el año 2020 en el cual se 

realizó el estudio a la suma de DOSCIENTOS SETENTA Y DOS MIL SETECIENTOS 

VEINTISIETE PESOS ($272.727) MONEDA CORRIENTE. La información anterior puede 

extractarse de las páginas 12 a 15 del documento que se aporta. 

 

Reitero señor Juez, que el hijo de mi mandante tiene asegurada la vivienda y la 

salud y que con la afiliación que procura mi mandante como su beneficiario en el 

sistema de salud, está cubierto todo lo relacionado con este tema y que hace 

parte del aporte como cuota alimentaria tal como lo establece el citado artículo 

24, así mismo los pañales que utiliza su hijo al no controlar esfínteres, los proporciona 

dicha entidad prestadora de servicios de salud COSMITET, razón por la cual 

tampoco se hace una erogación de dinero con relación a este tipo de condición, 

además es el señor Benigno quien lleva los pañales en su motocicleta cada que se 

los entregan, razón por la cual manifiesto nuevamente no es un gasto que deba 

cubrirse; por otro lado, por la condición de salud Daniel Mauricio no gusta de ver 

televisión, ni utiliza el internet, gastos éstos que no son necesarios, es decir, la cuota 

mensual que ha asumido de manera voluntaria su padre resulta excesiva, en 

relación con lo que se gastaría su hijo, sin embargo, ese aporte lo hace con el amor 

incondicional que siente hacia su hijo; ello teniendo en cuenta que como se dijo 

anteriormente la señora Herrera devenga una pensión y no le unen obligaciones 

alimentarias ni de otra índole a mi prohijado con dicha señora, para lo cual se 

propone una cuota alimentaria en adelante de QUINIENTOS MIL PESOS ($500.000) 

MONEDA CORRIENTE.  

 

Dicha cuota cubrirá no solamente las necesidades alimentarias de DANIEL 

MAURICIO, sino que también cubrirá en parte los gastos relacionados con el 

cuidado que pueda tener una persona distinta de su madre en el momento en el 

cual la demandante así lo requiera, obligación alimentaria también le corresponde 

a la señora Herrera.  

 

Es de tener en cuenta que el artículo 413 del Código Civil Colombiano establece 

que los alimentos necesarios son los que bastan para sustentar la vida, razón por la 

cual Señor Juez, con base en este artículo se debe fijar la obligación alimentaria 

para con su hijo, sin embargo, manifiesto que mi mandante estará presto a seguir 

cumpliendo con su obligación como hasta ahora lo ha hecho, sin embargo, se 

solicita que se fije la cuota alimentaria en la suma de QUINIENTOS MIL PESOS 

($500.000) MONEDA CORRIENTE. La presente cuota se solicita señor Juez sea 



incrementada anualmente conforme incrementa el salario mínimo legal mensual 

vigente y que sea consignada por parte del demandado a órdenes de su 

Despacho o en la cuenta que Usted señor Juez determine para tal fin. 

 

Solicito señor Juez, que de manera inmediata y toda vez que el demandado nunca 

ha incumplido con su obligación alimentaria para con su hijo, se levante de manera 

inmediata la medida cautelar de embargo que pesa sobre su salario y que fuera 

ordenada el 21 de enero del presente año, toda vez que está demostrado que no 

hay indicios de incumplimiento de dicha obligación alimentaria, tal como lo 

manifiesta la demandante en el escrito que presentó a su despacho con relación 

a la oportunidad y permanencia con la que mi mandante ha cumplido su 

obligación como padre. 

 

Así mismo, se solicita señor Juez, se levante la medida cautelar de prohibición de 

salida del país, toda vez que no es intención del señor Quitián Ariza abandonar el 

país con el fin de desatender la obligación alimentaria y que tal como se expresó 

anteriormente, mi mandante traspasó el derecho de dominio de su propiedad con 

el fin de que su hijo viviera en compañía de su madre en la vivienda que él de 

manera voluntaria accedió a entregar su dominio, desconociendo el derecho que 

a él mismo de asistía de tener una vivienda digna. 

 

 

Con relación a la SEGUNDA PRETENSIÓN, y de conformidad con la presente 

pretensión de CUSTODIA COMPARTIDA, es de aclarar que el demandado trabaja 

de lunes a viernes como docente de la Institución Educativa “Luis Eduardo Calvo 

Cano” del municipio de Circasia y tiene residencia en el Municipio de Calarcá, 

Quindío; y que el señor Benigno recogía a su hijo cada 15 días para traerlo a su 

casa y esto cambió por acuerdo al que llegaron la señora María Cielo y el señor 

Benigno con el fin de que éste se desplazara cada 8 días al municipio de Pijao los 

días sábados con el fin de cuidar de su hijo todo el día para que ella pudiese salir 

a hacer sus diversas diligencias personales, decisión que no se tomó arbitrariamente 

sino por acuerdo entre las partes; sin embargo, en los momentos en los que el señor 

Quitián Ariza cuenta con transporte particular lo trae a su casa en el municipio de 

Calarcá y comparte con él algunos fines de semana. Así mismo, en diciembre 

pasado lo trajo a su casa para que compartiera con su familia y la señora Herrera 

tuviera unos días de descanso, es de aclarar, que trata de pasar tiempo de calidad 

con su hijo en la medida de las posibilidades que pueda tener toda vez que no 

cuenta con un automóvil que facilite su transporte a su vivienda. 

 

Es de aclarar, que el señor Quitián Ariza, ha asistido a la casa de su hijo a visitarlo, 

sin embargo, lo hace a pesar de los malos tratos que recibe de la señora Herrera, 

quien no solamente le habla con palabras desobligantes e irrespetuosas, en 

algunas oportunidades no le permite el ingreso a la vivienda, viéndose obligado mi 

mandante a estar en la calle con su hijo tardes enteras, lo que genera 

incomodidad en Daniel Mauricio toda vez que la señora nunca ha dejado de lado 

los problemas personales que tiene con mi mandante, para lo cual trata de 

manipular la situación y esperar que, él acceda a las pretensiones de su ex 

compañera.  



 

Se solicita que se tengan en cuenta como prueba de esos malos tratos y la forma 

en la que la señora se refiere a su hijo en los audios que se aportan como prueba y 

en la que manifiesta “Daniel es guevón, Daniel es bobo” y al señor Benigno “… 

estoy en mi casa y si me dan ganas de darle machete le doy”, algunas razones por 

las cuales mi mandante se abstiene de tener mayores contactos con su hijo, pese 

al amor que siente por Daniel Mauricio y sin embargo, con el ánimo de proteger la 

integridad de su hijo no ha presentado una denuncia de tipo penal por maltrato 

intrafamiliar de conformidad con la Ley 1959 de 2019, artículo 229 literal a del 

parágrafo 1º “a) Los cónyuges o compañeros permanentes, aunque se hubieren 

separado o divorciado...” 

 

Por otro lado, en el mes de marzo del año 2020, se Decretó en Colombia la 

emergencia sanitaria con ocasión de LA COVID 19, razón por la cual el país entero 

entró en un estado de AISLAMIENTO lo que provocó que el señor Quitián Ariza 

dejara de visitar a su hijo en una época en la cual se prohibía la circulación libre de 

las personas en el territorio nacional, ya que su residencia como dije anteriormente 

se encuentra en el municipio de Calarcá y la de su hijo en el municipio de Pijao, es 

decir, este evento hizo que, por fuerza mayor no pudiera acercarse de manera 

voluntaria a visitar a su hijo, sin embargo, no dejó de proveer la ayuda económica 

permanente. 

 

Así mismo, LA COVID 19 hizo que no solamente la vida como la conocíamos se 

modificara, sino también, la forma en la que teníamos concebido el trabajo, 

logrando con ello que, con el fin de que no se pierda la obligación estatal de 

educar y acompañar la educación de la población, se orientara de manera 

distinta el trabajo del docente, para lo cual al demandado le ha correspondido 

como a todos los docentes reinventar la forma en la cual llegan a sus estudiantes 

teniendo que hacer su trabajo mas complejo con relación a la elaboración de 

guías de trabajo para sus estudiantes y formas de evaluación entre otras, que 

hacen que su trabajo se haya vuelto mas complejo, y solamente poder descansar 

en lo posible, los fines de semana, ya que sus jornadas de trabajo se volvieron 

extenuantes pero de obligatorio cumplimiento ya que si no cumple su función 

docente se quedará sin trabajo y con ello no tendría como sostener a su familia y 

pagar alimentos o salud a Daniel Mauricio, más aún cuando es una persona que 

actualmente tiene 60 años y ha sufrido algunos quebrantos de salud. 

 

Así mismo, el señor Quitián Herrera se transporta en una motocicleta, y el mismo es 

un medio de transporte que no puede usar con su hijo, ya que el desplazamiento 

desde el municipio de Pijao hacia el municipio de Calarcá es complejo y resulta 

peligroso ya que no tiene estabilidad para permanecer sentado en un mismo lugar 

durante el trayecto, menos en una motocicleta, y al no contar con libertad de 

transporte, no es posible lograr su traslado cada 8 días como lo manifiesta la parte 

demandante. 

 

Por otro lado, la señora María Cielo Herrera, en su calidad de pensionada no tiene 

que trabajar, y que la discapacidad que sufre Daniel Mauricio no le impide 

moverse, y que no es cierta la situación actual de su hijo tal como lo pretende 



mostrar la apoderada de la parte demandante, ya que con la presente 

contestación se anexan fotografías en donde se observa que Daniel Mauricio 

camina sin ayuda, y que pueden haber momentos que por su condición médica 

representen violencia, sin embargo, él se encuentra en tratamiento médico 

permanente proporcionado por la EPS de su padre para lo cual también se 

encuentra medicado. 

 

 

Por las anteriores razones, no es posible tener la custodia compartida de su hijo en 

los términos en los cuales los plantea su madre, toda vez que él siendo una persona 

adulta, también requiere de momentos de descanso, mas aún cuando su trabajo 

se ha vuelto mas complejo con relación a como era antes de LA COVID 19. 

 

Teniendo en cuenta que, la cuota alimentaria que se aporta es suficiente para el 

pago de los alimentos de su hijo y que cómo el señor Quitián Ariza no tiene 

transporte adecuado para trasladarse a traer a su hijo al municipio de Pijao, se 

propone lo siguiente con relación a la custodia compartida:  

 

1. Una vez termine la emergencia sanitaria con ocasión de La Covid 19, se 

traerá una vez por mes a Daniel Mauricio Quitián Herrera desde el sábado a 

las 8:00 a.m. al domingo a las 4:00 de la tarde y si el lunes es festivo se llevará 

a las 4:00 de la tarde, esto teniendo en cuenta que el transporte deberá ser 

en servicio público toda vez que no se tiene automóvil y el costo de pagar 

transporte en vehículo particular es oneroso; razón por la cual no puede 

hacerlo cada 8 días. 

2. Mientras termina la emergencia sanitaria, se visitará 1 sábado cada 15 días, 

para lo cual se sugiere al despacho que las visitas sean realizadas en la 

vivienda del señor Daniel Mauricio y que la señora María Cielo guarde el 

respeto y la compostura adecuada para con el señor Quitián Ariza, y que el 

respeto sea recíproco, así mismo, si el señor Quitián Ariza quiere sacar a su 

hijo a pasear pueda tener acceso a las llaves de la vivienda para qué, si la 

señora Herrera desea salir, él pueda ingresar y salir de la vivienda con su hijo 

el día de la visita sin inconveniente y que no tenga que sentarse en el andén 

a esperar con su hijo sin importar que haga frío o calor. 

 

En estos términos señor Juez, me opongo a las pretensiones propuestas por la parte 

demandante, así mismo me permito presentar las siguientes 

 

EXCEPCIONES DE FONDO 

 

PETICIÓN ANTES DE TIEMPO 

 

De conformidad con el artículo 6º de la Ley 1098, “Por medio de la cual se 

establece el régimen para el ejercicio de la capacidad legal de las personas con 

discapacidad mayores de edad” y que indica: 

 
“ARTÍCULO 6o. PRESUNCIÓN DE CAPACIDAD. Todas las personas con discapacidad son 

sujetos de derecho y obligaciones, y tienen capacidad legal en igualdad de 



condiciones, sin distinción alguna e independientemente de si usan o no apoyos para 

la realización de actos jurídicos. En ningún caso la existencia de una discapacidad 

podrá ser motivo para la restricción de la capacidad de ejercicio de una persona….” 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, si el deseo de la señora MARÍA CIELO HERRERA 

ÁLVAREZ, era representar a su hijo dentro del presente trámite, debió solicitar se le 

designara como apoyo para adelantar dichas gestiones con el fin de conseguir la 

fijación de la cuota alimentaria y dicha señora actuó a través de apoderada 

adelantando dichas gestiones sin contar tal dicha designación, razón por la cual 

no tiene capacidad legal para otorgar dicho poder, ya que tal como se observa 

en el registro civil de nacimiento que la parte demandante aporta, no se encuentra 

declarada la interdicción de DANIEL MAURICIO QUITIÁN HERRERA y por supuesto no 

se encuentra la designación de apoyo requerida tal como lo establece la Ley 1996 

citada, dicha designación debe ser adelantada con la competencia del Juez de 

Familia del Circuito de Calarcá, Juez correspondiente al domicilio de DANIEL 

MAURICIO QUITIÁN HERRERA, tal como lo establecen los artículos 32 y 38 de dicha 

norma que me permito transcribir:  
 

“ARTÍCULO 32. ADJUDICACIÓN JUDICIAL DE APOYOS PARA LA REALIZACIÓN DE ACTOS 

JURÍDICOS. Es el proceso judicial por medio del cual se designan apoyos formales a una 

persona con discapacidad, mayor de edad, para el ejercicio de su capacidad legal 

frente a uno o varios actos jurídicos concretos. 

 

La adjudicación judicial de apoyos se adelantará por medio del procedimiento de 

jurisdicción voluntaria, cuando sea promovido por la persona titular del acto jurídico, de 

acuerdo con las reglas señaladas en el artículo 37 de la presente ley, ante el juez de 

familia del domicilio de la persona titular del acto. 

 

Excepcionalmente, la adjudicación judicial de apoyos se tramitará por medio de un 

proceso verbal sumario cuando sea promovido por persona distinta al titular del acto 

jurídico, conforme a los requisitos señalados en el artículo 38 de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 38. ADJUDICACIÓN DE APOYOS PARA LA TOMA DE DECISIONES PROMOVIDA 

POR PERSONA DISTINTA AL TITULAR DEL ACTO JURÍDICO. El artículo 396 de la Ley 1564 de 

2012 quedará así: 

 

“Artículo 396. En el proceso de adjudicación de apoyos para la toma de decisiones 

promovido por persona distinta al titular del acto jurídico se observarán las siguientes 

reglas: 

 

1. La demanda solo podrá interponerse en beneficio exclusivo de la persona con 

discapacidad. Esto se demostrará mediante la prueba de las circunstancias que 

justifican la interposición de la demanda, es decir que a) la persona titular del acto 

jurídico se encuentra absolutamente imposibilitada para manifestar su voluntad y 

preferencias por cualquier medio, modo y formato de comunicación posible, y b) que 

la persona con discapacidad se encuentre imposibilitada de ejercer su capacidad legal 

y esto conlleve a la vulneración o amenaza de sus derechos por parte de un tercero. 

2. En la demanda se podrá anexar la valoración de apoyos realizada al titular del acto 

jurídico por parte de una entidad pública o privada. 

3. En caso de que la persona no anexe una valoración de apoyos o cuando el juez 

considere que el informe de valoración de apoyos aportado por el demandante es 

insuficiente para establecer apoyos para la realización del acto o actos jurídicos para 

los que se inició el proceso, el Juez podrá solicitar una nueva valoración de apoyos u 

oficiar a los entes públicos encargados de realizarlas, en concordancia con el 

artículo 11 de la presente ley. 
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4. El informe de valoración de apoyos deberá consignar, como mínimo: 

a) La verificación que permita concluir que la persona titular del acto jurídico se 

encuentra imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier 

medio, modo y formato de comunicación posible. 

b) Las sugerencias frente a mecanismos que permitan desarrollar las capacidades de la 

persona en relación con la toma de decisiones para alcanzar mayor autonomía en las 

mismas. 

c) Las personas que pueden actuar como apoyo en la toma de decisiones de la 

persona frente al acto o actos jurídicos concretos que son objeto del proceso. 

d) Un informe general sobre la mejor interpretación de la voluntad y preferencias de la 

persona titular del acto jurídico que deberá tener en consideración, entre otros 

aspectos, el proyecto de vida de la persona, sus actitudes, argumentos, actuaciones 

anteriores, opiniones, creencias y las formas de comunicación verbales y no verbales de 

la persona titular del acto jurídico. 

5. Antes de la audiencia inicial, se ordenará notificar a las personas identificadas en la 

demanda y en el informe de valoración de apoyos como personas de apoyo. 

6. Recibido el informe de valoración de apoyos, el Juez, dentro de los cinco (5) días 

siguientes, correrá traslado del mismo, por un término de diez (10) días a las personas 

involucradas en el proceso y al Ministerio Público. 

7. Una vez corrido el traslado, el Juez decretará las pruebas que considere necesarias y 

convocará a audiencia para practicar las demás pruebas decretadas, en 

concordancia con el artículo 34 de la presente ley. 

8. Vencido el término probatorio, se dictará sentencia en la que deberá constar: 

a) El acto o actos jurídicos delimitados que requieren el apoyo solicitado. En ningún caso 

el Juez podrá pronunciarse sobre la necesidad de apoyos para la realización de actos 

jurídicos sobre los que no verse el proceso. 

b) La individualización de la o las personas designadas como apoyo. 

c) Las salvaguardias destinadas a evitar y asegurar que no existan los conflictos de 

interés o influencia indebida del apoyo sobre la persona. 

d) La delimitación de las funciones y la naturaleza del rol de apoyo. 

e) La duración de los apoyos a prestarse de la o las personas que han sido designadas 

como tal. 

f) Los programas de acompañamiento a las familias cuando sean pertinentes y las 

demás medidas que se consideren necesarias para asegurar la autonomía y respeto a 

la voluntad y preferencias de la persona. 

9. Se reconocerá la función de apoyo de las personas designadas para ello. Si la persona 

designada como apoyo presenta dentro de los siguientes cinco (5) días excusa, se niega 

a aceptar sus obligaciones o alega inhabilidad, se tramitará incidente para decidir 

sobre el mismo”. 

 

Por las anteriores razones justificadas en la norma vigente, le solicito señor Juez 

declarar la excepción propuesta, así mismo le solicito que el dinero descontado de 

la nómina que, como docente recibe mi mandante quede congelado en su 

Despacho, hasta tanto se resuelva la representación del demandante de 

conformidad con la Ley. 

 

Excepción de Enriquecimiento sin causa 

 

Es notorio el interés de la demandante en el sentido de pretender que se fije una 

cuota alimentaria equivalente al cincuenta por ciento (50%) de lo que devenga mi 

prohijado, pues con ello quiere hacer uso de lo aportado por mi en su favor, ya que 

como se demostró DANIEL MAURICIO no requiere de cuidados especiales y menos 

aún de alimentación especial, olvidando que no tengo obligación alguna para 

con ella, mas sí con mi hijo, el hecho de que la madre de mi hijo se beneficie a mi 

consta constituye un enriquecimiento sin causa, hecho que se presentaría en esta 
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litis y que estoy segura no sucederá; sírvase señor Juez declarar la excepción 

propuesta. 

 

Excepción de cumplimiento de la obligación 

 

Manifiesto al Despacho, que se ha venido cumpliendo de manera regular con la 

cuota alimentaria, tal como lo ha expresado la misma demandante en las 

audiencias de conciliación realizadas y con los recibos que ella misma aportó al 

presente proceso, obligación que ha cumplido de manera oportuna, responsable 

y honorable, no solo porque es un deber moral, sino también porque le asiste el 

deseo de responder económicamente por su hijo. 

 

Sírvase Señor Juez declarar probada la presente excepción y ordenar se levante la 

medida de embargo que pesa sobre el salario de mi mandante y devolver los 

dineros que se han descontado de su nómina. 

 

Con relación a los hechos me permito manifestar lo siguiente: 

 

HECHO PRIMERO, es un hecho cierto. 

 

HECHO SEGUNDO, es un hecho cierto. 

 

HECHO TERCERO, es un hecho cierto. 

 

HECHO CUARTO, es un hecho cierto. 

 

HECHO QUINTO, es un hecho parcialmente cierto, toda vez que tal como lo 

manifiesta la apoderada de la parte demandante, DANIEL MAURICIO si presenta 

trastornos del sueño, sin embargo, el requiere de medicación permanente que 

hace que los episodios de agresividad que indican que son permanentes no lo sean 

tanto, razón por la cual mi poderdante desconoce las razones por las cuales se 

presenta a su hijo de manera tan irracional, es cierto que tiene una DISCAPACIDAD 

MENTAL SEVERA, pero los episodios de agresividad, vuelvo y manifiesto señor Juez 

no son de carácter permanente y no permanece de la manera tan violatoria su 

dignidad como ser humano tal como lo pretenden hacer ver, razón por la cual, me 

permito anexar como pruebas de lo ante dicho unas fotografías donde se observa 

que comparte con mi mandante fuera de su vivienda, sino también con su núcleo 

familiar actual. 

 

HECHO SEXTO, Es un hecho que no es cierto, toda vez que como quedó 

demostrado en las justificaciones que dan cuenta a la oposición de las 

pretensiones, es mi mandante quien cubre la totalidad de los gastos de su hijo 

DANIEL MAURICIO, toda vez que actualmente aporta económicamente para su 

sostenimiento la suma de SETECIENTOS NOVENTA MIL PESOS ($790.000) MONEDA 

CORRIENTE. Así mismo, es el demando quien lleva a su hijo a sus citas médicas y el 

dinero que aporta por la cuota alimentaria de su hijo es suficiente para que tenga 

un cuidado adecuado. 

 



HECHO SÉPTIMO, es una manifestación que hace la parte demandante 

 

HECHO OCTAVO, es un hecho parcialmente cierto y deberá probarse, toda vez 

que la misma por su condición de pensionada no perdido la atención en salud, 

razón por la cual se presume que los gastos que manifiesta son derivados de sus 

padecimientos médicos deben ser cubiertas en su totalidad por la entidad 

prestadora de salud.  

 

HECHO NOVENO, Es un hecho que no es cierto y deberá probarse, no solo porque 

atenta contra la dignidad de DANIEL MAURICIO en su condición de discapacidad, 

sino que, tal como se indicó su hijo si tiene comportamientos en algunas 

oportunidades de carácter agresivo, sin embargo, no se presentan de manera 

diaria, sino ocasionales, y precisamente la atención médica y psiquiátrica que se 

le brinda ha sido integral, logrando con ello que su comportamiento no sea tal 

como se pretende mostrar en la presente demanda, que repito menosprecia a 

DANIEL MAURICIO y le vulnera su dignidad como persona. 

 

HECHO DÉCIMO, es un hecho cierto, toda vez que la emergencia sanitaria que ha 

ocasionado LA COVID 19 ha hecho que mi mandante no pueda trasladarse de 

manera permanente a la vivienda de su hijo, sin embargo, en los momentos en los 

cuales ha tenido transporte se lo ha traído para su casa, ya que él es consiente que 

la madre de su hijo debe tener períodos de descanso, sin embargo, las ausencias 

que ha tenido no obedecen a su deseo personal sino a una situación ajena a su 

voluntad y que genera riesgos no solo para la salud de su hijo sino también pone 

en riesgo la salud de su madre, y en honor al deber de responsabilidad que le asiste 

debe procurar el cuidado debido mientras dura la emergencia sanitaria y puede 

visitar a su hijo libremente. Es de aclarar, que como se manifestó en las oposiciones 

a las pretensiones, el nivel de trabajo ha aumentado, razón por la cual cuenta con 

poco tiempo disponible ya que lo que hacía en su jornada normal de trabajo se ha 

duplicado con relación a sus obligaciones como docente.  

 

HECHÓ UNDÉCIMO, es un hecho que no es cierto y requerirá que la parte 

demandante pruebe, toda vez que mi poderdante siempre ha estado presto a 

solucionar los inconvenientes que se presenten con su hijo. 

 

HECHO DUODÉCIMO, es un hecho cierto, sin embargo, mi mandante ha pagado 

la cuota alimentaria de manera voluntaria, no ha incumplido en su pago tal como 

lo establece la demandante en el hecho noveno y que el aporte del señor Quitián 

Ariza es de SETENCIENTOS NOVENTA MIL PESOS ($790.000) MONEDA CORRIENTE, 

desconociendo que él también como persona le asiste el derecho de poder tener 

una vida y vivienda digna como lo tienen su hijo y la madre de DANIEL MAURICIO 

tal como lo establece el acuerdo de voluntades anteriormente citado. 

 

PRUEBAS 

 

Sírvase Señor Juez tener como pruebas las siguientes: 

 

Pruebas testimoniales: 



Se solicita Señor Juez, se reciban los testimonios de las siguientes personas, quienes 

darán fe no solo del comportamiento de Daniel Mauricio Quitián Herrera, y del 

compromiso que le asiste al señor Benigno Quitián Ariza sobre la responsabilidad 

como padre y su honorabilidad como persona: 

 

1. Miriam Quitian Ariza, hermana de mi mandante, quien reside en el barrio 7 

de Agosto manzana 9 Casa 20 Armenia Q., correo electrónico 

mass2306@hotmail.com, celular 3117210893. 

2. Jaime Noriel Jiménez Gómez, Dirección: Calle 13 número 5-90 Pijao Quindío, 

Correo electrónico jjaimenoriel@gmail.com, celular: 3124857065 

3. William Adrian Ariza Quitian, Conjunto residencial Caminos del campo 

manzana 1 bloque B casa 10 ubicado en la calle 48 número 26-01 Armenia 

Quindío, Correo electrónico  williamadrianariza@gmail.com y número celular 

3113017244 

4. María Camila Morales Toro, Barrio Veracruz Mza. 39 casa 14 Calarcá, 

Quindío, correo electrónico mariaacamilas2014@gmail.com, teléfono 3207194607 

 

Pruebas documentales: 

 

1. Fotocopia de los recibos de pago indicados en el texto de contestación de 

la demanda 

2. Declaración para fin extraprocesal realizada el 27 de agosto de 2020 por mi 

representado y su compañera permanente 

3. Certificado de tradición expedido el 05/03/2021 relacionado con la 

matrícula inmobiliaria 282-10130 de la oficina de registro de instrumentos 

públicos de Calarcá 

4. Fotocopia simple de acta de acuerdo voluntario suscrita por la señora María 

Cielo Herrera Álvarez y Benigno Quitián Ariza 

5. Desprendible de nómina y proyección de pagos relacionados con el 

descuento de nómina con el banco BBVA 

6. Documento en PDF denominado CABASA en el cual se analiza la canasta 

básica alimentaria para la región andina en Colombia. 

7. Recibos de servicios públicos que muestran el valor del pago aproximado 

de servicios públicos. 

8. Tarjeta de propiedad motocicleta del demandado 

9. Fotografías anunciadas en la contestación 

10. Audios que el señor Benigno Quitián Ariza grabó en distintos momentos y que 

dan cuenta del trato recibido por parte de la señora María Cielo Herrera 

Álvarez 

 

ANEXOS 

 

1. Los relacionados en el acápite de pruebas 

2. Poder a mi conferido y con presentación personal del señor Benigno Quitián 

Ariza 

3. Fotocopia de la cédula de mi mandante  

4. Fotocopia de la cédula de los testigos, con indicación de sus correos 

electrónicos y números de teléfonos 
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5. Fotocopia de mi cédula de ciudadanía y tarjeta profesional de abogada 

 

FUNDAMENTO LEGAL 

 

Ley 27 de 1977, Código Civil Colombiano artículos 422 y 1503, artículos artículos 6º, 

32 y 38 de Ley 1996 de 2019, artículo 100 numeral 4 del código general del proceso 

y demás normas concordantes. 

 

NOTIFICACIONES: 

 

Se recibirán notificaciones electrónicas tal como lo dispone el Decreto 806 de 2020 

a las siguientes direcciones: 

 

Mi mandante Benigno Quitián Ariza, en el correo electrónico benignoq@gmail.com 

o al celular 3117015499 

 

Recibiré notificaciones en el correo electrónico ctorovallejo@gmail.com o al celular 

3113841775. 

 

 

De Usted Señor Juez, 

 

 

 

 

CLAUDIA LORENA TORO VALLEJO 

C.C. No. 41.928.355 de Armenia 

Cel 3113841775 

Correo electrónico ctorovallejo@gmail.com 
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